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RESOLUCIÓN DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL 
ELECTORAL RESPECTO DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
SANCIONADOR DE QUEJA EN MATERIA DE FISCALIZACIÓN, INSTAURADO 
EN CONTRA DEL PARTIDO DEL TRABAJO, ASÍ COMO DEL CIUDADANO 
EDGAR IVÁN LUNA RIVERA, EN EL PROCESO ELECTORAL LOCAL 
ORDINARIO 2023-2024 EN EL ESTADO DE PUEBLA, IDENTIFICADO CON EL 
NÚMERO DE EXPEDIENTE INE/Q-COF-UTF/95/2024/PUE 
 
 

Ciudad de México, 21 de marzo de dos mil veinticuatro. 
 
 
VISTO para resolver el expediente INE/Q-COF-UTF/95/2024/PUE.  
 
 

A N T E C E D E N T E S 
 
 
I. Escrito de queja: El treinta de enero de dos mil veinticuatro, se recibió en la 
oficialía de Partes de la Junta Local Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral en el 
Estado de Puebla, el escrito de queja signado por el ciudadano Francisco Bonilla 
López, por su propio derecho en contra del Partido del Trabajo y del ciudadano 
Edgar Iván Luna Rivera, denunciando la presunta omisión de reportar gastos por la 
colocación de propaganda en el periodo de intercampaña, con la finalidad de 
posicionarse para aspirar a una candidatura en el municipio de Hueytamalco, en el 
Proceso Electoral Local Ordinario 2023-2024 en el estado de Puebla. (Fojas 1-10 
del expediente) 
 
II. Hechos denunciados y elementos probatorios. De conformidad con el artículo 
42, numeral 1, fracción II, incisos b) y c) del Reglamento de Procedimientos 
Sancionadores en Materia de Fiscalización, se transcriben los hechos denunciados 
y se enlistan los elementos probatorios ofrecidos y aportados por el quejoso en su 
escrito inicial: 
 

“(…) 
HECHOS: 
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I.  Es un hecho notorio que nos encontramos en el desarrollo del Proceso 
Electoral Concurrente 2023-2024 para el cual se están realizando 
diversos actos por cuenta de los partidos políticos, ciudadanos y 
autoridades electorales, por lo mismo la Unidad Técnica de Fiscalización 
antes referida se encuentra trabajando de forma permanente para dar 
cuenta del cumplimiento de las obligaciones a la que se constriñen todas 
las personas involucradas, así como pronunciarse sobre las omisiones 
para turnar el asunto ante la instancia competente para fincar las 
responsabilidades legales a las que haya lugar. 

 
II.  Al recorrer las vialidades y caminos del municipio de Hueytamalco es 

posible apreciar propaganda que hace alusión directa a un nombre, con 
su fotografía, emblemas y signos que hacen alusión a su intención de 
contender a un cargo de elección popular en el municipio conforme a la 
siguiente descripción georreferenciada. 

 
Ubicación Imagen de referencia 

https://maps.google.com/?q=19.940512,
-97.290100 

 
https://maps.google.com/?q=19.940428,
-97.290573 

 
https://maps.google.com/?q=19.940624,
-97.292435 

 

https://maps.google.com/?q=19.940512,-97.290100
https://maps.google.com/?q=19.940512,-97.290100
https://maps.google.com/?q=19.940428,-97.290573
https://maps.google.com/?q=19.940428,-97.290573
https://maps.google.com/?q=19.940624,-97.292435
https://maps.google.com/?q=19.940624,-97.292435
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https://maps.google.com/?q=19.943417,
-97.296440 

 

https://maps.google.com/?q=19.939735,
-97.287254 

  

https://maps.google.com/?q=19.941814,
-97.284470 

  

 
En las cuales se puede apreciar que contienen propaganda con la imagen 
de Edgar Iván Luna Rivera, quien se venía desempeñando como regidor 
en el Ayuntamiento de Hueytamalco 2021 - 2024, con el identificador "Iván 
Luna", acompañada del distintivo electoral del Partido del Trabajo y la 
leyenda "SI TE PREGUNTAN EN LA ENCUESTA, IVÁN LUNA ES LA 
RESPUESTA", tal como se puede apreciar en las imágenes que a 
continuación se insertan y fueron tomadas en cada una de las ubicaciones 
arriba descritas. 
 

https://maps.google.com/?q=19.943417,-97.296440
https://maps.google.com/?q=19.943417,-97.296440
https://maps.google.com/?q=19.939735,-97.287254
https://maps.google.com/?q=19.939735,-97.287254
https://maps.google.com/?q=19.941814,-97.284470
https://maps.google.com/?q=19.941814,-97.284470
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De lo anterior se advierte que la persona denunciada promueve su 
nombre, voz e imagen ante la ciudadanía, con el ánimo de promocionarse 
ante el electorado pues es un hecho notorio que aspira a una candidatura 
por el Partido del Trabajo, misma que se confirma con su solicitud de 
registro al proceso interno de selección de candidatos mediante encuesta 
que realiza su partido político. 

 
(…)” 

 
Elementos probatorios ofrecidos y aportados al escrito de queja para sustentar los 
hechos denunciados: 
 
1. Técnica, consistente en 13 imágenes y 6 direcciones electrónicas del sitio Google 
Maps de la georreferencia de las imágenes denunciadas, insertas en el escrito de 
queja.1 
 
III. Acuerdo de recepción. El primero de febrero de dos mil veinticuatro, la Unidad 
Técnica de Fiscalización (en adelante Unidad de Fiscalización) acordó tener por 
recibido el escrito de queja, formar el expediente número INE/Q-COF-
UTF/95/2024/PUE, registrarlo en el libro de gobierno, notificar a la Secretaría 
Ejecutiva del Consejo General del Instituto Nacional Electoral el acuerdo de mérito 
y así como emitir en el momento procesal oportuno, la determinación que en 
derecho corresponda. (Foja 11 del expediente) 
 

 
1 Imágenes y direcciones visibles en las fojas 2 a la 7 de la presente resolución. 
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IV. Aviso de recepción del escrito de queja a la Secretaría Ejecutiva del 
Consejo General del Instituto Nacional Electoral. El primero de febrero de dos 
mil veinticuatro, mediante oficio INE/UTF/DRN/4331/2024, la Unidad Técnica de 
Fiscalización informó a la Secretaría Ejecutiva del Consejo General de este Instituto 
la recepción del escrito de queja. (Fojas 12-15 del expediente) 
 
V. Vista al Instituto Electoral del Estado de Puebla.  
 
a) El cuatro de febrero de dos mil veinticuatro, mediante oficio 
INE/UTF/DRN/4469/2024, se dio vista al Instituto Electoral del Estado de Puebla2, 
para que en el ámbito de sus atribuciones determinara lo que en derecho 
correspondiera respecto de los hechos denunciados en el escrito de queja. (Fojas 
16-21 del expediente) 
 
VI. Sesión de la Comisión de Fiscalización del Consejo General del Instituto 
Nacional Electoral. En la Quinta Sesión Extraordinaria de la Comisión de 
Fiscalización del Consejo General del Instituto Nacional Electoral, celebrada el 
diecinueve de marzo dos mil veinticuatro, se listó en el orden del día el proyecto 
resolución respecto del procedimiento al rubro indicado, el cual fue aprobado, por 
votación unánime de las Consejerías Electorales presentes integrantes de la 
Comisión de Fiscalización; Maestra Dania Paola Ravel Cuevas, Carla Astrid 
Humphrey Jordan, Maestro Jaime Rivera Velázquez, Doctor Uuc-kib Espadas 
Ancona y el Maestro Jorge Montaño Ventura, Presidente de dicho órgano colegiado. 
 
Una vez sentado lo anterior, se determina lo conducente. 
 
 

C O N S I D E R A N D O S 
 
 
1. Competencia. Con base en los artículos 41 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 192, numeral 1, inciso b); 196, numeral 1; 199, numeral 
1, incisos c) y k); de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales; 
así como artículo 5, numeral 2 y 31, numeral 2 del Reglamento de Procedimientos 
Sancionadores en materia de Fiscalización, la Unidad Técnica de Fiscalización es 
el órgano competente para tramitar, sustanciar y formular el respectivo Proyecto 
de Resolución. 
 

 
2 Notificación efectuada a través del SIVOPLE de la Unidad Técnica de Vinculación con los Organismos Públicos Locales. 



CONSEJO GENERAL 
INE/Q-COF-UTF/95/2024/PUE 

9 

Precisado lo anterior, y con base en el artículo 192, numeral 1, inciso b) de la Ley 
General de Instituciones y Procedimientos Electorales; y 5, numeral 1 del 
Reglamento de Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización, la 
Comisión de Fiscalización es competente para conocer del presente Proyecto de 
Resolución y someterlo a consideración del Consejo General. 
 
En este sentido, de acuerdo con lo previsto en los artículos 41, Base V, apartado B, 
penúltimo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 35, 
numeral 1; 44, numeral 1, inciso j); y 191, numeral 1, inciso d) de la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, este Consejo General es competente 
para emitir la presente Resolución y, en su caso, imponer las sanciones que 
procedan. 
 
2. Normatividad aplicable. Respecto a la normatividad sustantiva tendrá que 
estarse a las disposiciones vigentes al momento en que se actualizaron los hechos 
que dieron origen al procedimiento de queja que se resuelve, esto es, a lo dispuesto 
en el Reglamento de Fiscalización aprobado en sesión ordinaria del Consejo 
General de este Instituto, celebrada el veinticinco de agosto de dos mil veintitrés, 
mediante Acuerdo INE/CG522/20233. 
 
Lo anterior, en concordancia con el criterio orientador establecido en la tesis 
relevante Tesis XLV/2002, emitida por la Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación, cuyo rubro es “DERECHO ADMINISTRATIVO 
SANCIONADOR ELECTORAL. LE SON APLICABLES LOS PRINCIPIOS DEL 
IUS PUNIENDI DESARROLLADOS POR EL DERECHO PENAL” y el principio 
tempus regit actum, que refiere que los delitos se juzgarán de acuerdo con las leyes 
vigentes en la época de su realización. 
 
Ahora bien, por lo que hace a la normatividad adjetiva o procesal conviene 
señalar que en atención al criterio orientador titulado bajo la tesis: 2505 emitida por 
el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, octava época, consultable 
en la página 1741 del Apéndice 2000, Tomo I, materia Constitucional, precedentes 
relevantes, identificada con el rubro: “RETROACTIVIDAD DE LAS LEYES 
PROCESALES. NO EXISTE POR REGLA GENERAL”, no existe retroactividad en 
las normas procesales toda vez que los actos de autoridad relacionados con éstas 
se agotan en la etapa procesal en que se van originando, provocando que se rijan 

 
3 ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL POR EL QUE SE MODIFICA EL 
DIVERSO INE/CG409/2017, MEDIANTE EL CUAL SE REFORMARON Y ADICIONARON DIVERSAS DISPOSICIONES DEL 
REGLAMENTO DE FISCALIZACIÓN, APROBADO A TRAVÉS DEL ACUERDO INE/CG263/2014, Y MODIFICADO 
MEDIANTE LOS ACUERDOS INE/CG350/2014, INE/CG1047/2015, INE/CG320/2016, INE/CG875/2016, INE/CG68/2017, 
INE/CG409/2017, INE/CG04/2018 E INE/CG174/2020.  
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por la norma vigente al momento de su ejecución. Por tanto, en la sustanciación y 
resolución del procedimiento de mérito, se aplicará el Reglamento de 
Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización aprobado mediante el 
Acuerdo INE/CG523/2023 en sesión ordinaria del Consejo General de este Instituto, 
celebrada el veinticinco de agosto de dos mil veintitrés y modificado mediante 
acuerdo INE/CG597/20234. 
 
3. Cuestión de previo y especial pronunciamiento.  
 
Por tratarse de una cuestión de orden público y en virtud del artículo 31, numeral 1, 
fracción I en relación con el 30, numeral 25 del Reglamento de Procedimientos 
Sancionadores en Materia de Fiscalización, preceptos legales que establecen la 
obligación de la autoridad electoral de examinar de oficio las causales de 
improcedencia que se pudieren actualizar o sobrevenir al inicio de un procedimiento 
administrativo sancionador, respecto de los hechos denunciados, debido a que en 
caso de configurarse alguno de ellos, se traduce en la existencia de un obstáculo 
que impide la valida constitución del proceso e imposibilidad un pronunciamiento 
respecto del fondo del asunto planteado. 
 
Cuando se realiza el estudio preliminar de los hechos denunciados en un escrito de 
queja donde se aduzcan hechos que probablemente constituyan violaciones a la 
normatividad electoral en materia de fiscalización, la autoridad electoral debe de 
realizar un análisis exhaustivo y completo de los hechos denunciados en 
concatenación con los elementos probatorios que fueron ofrecidos en el escrito de 
queja correspondiente. Lo anterior, con la finalidad de determinar si con los medios 
aportados por el denunciante, se logra advertir algún obstáculo que impida 
pronunciarse respecto a hechos que salen de la esfera competencial de esta 
autoridad electoral. 
 

 
4 ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL POR EL QUE SE MODIFICA EL 
REGLAMENTO DE PROCEDIMIENTOS SANCIONADORES EN MATERIA DE FISCALIZACIÓN, APROBADO EL 
DIECINUEVE DE NOVIEMBRE DE DOS MIL CATORCE, EN SESIÓN EXTRAORDINARIA DEL CONSEJO GENERAL DEL 
INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL MEDIANTE EL ACUERDO INE/CG264/2014, MODIFICADO A SU VEZ A TRAVÉS DE 
LOS ACUERDOS INE/CG1048/2015, INE/CG319/2016 E INE/CG614/2017. Al respecto, resulta importante señalar que dicho 
Acuerdo fue impugnado recayéndole la sentencia dictada en el Recurso de Apelación SUP-RAP-202/2023 y su acumulado, 
en la cual se determinó revocar para los efectos siguientes: 1) Ajustar la fracción IX, del numeral 1, correspondiente al artículo 
30 del Reglamento de Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización, conforme con el estudio realizado en el 
apartado respectivo de dicha sentencia; y 2) Dejar insubsistente la reforma realizada a los párrafos 1 y 2 del artículo 31 del 
Reglamento de Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización, para ajustar dicho precepto conforme a lo 
dispuesto en los artículos 191, párrafo 1, incisos a), c) y g); 192, párrafo 1, inciso b) y, 199, párrafo 1, inciso k), de la Ley 
General de Instituciones y Procedimientos Electorales.  
5 “Artículo 30. Improcedencia. (…) 2. La UTF realizará de oficio el estudio de las causas de improcedencia del 
procedimiento.” 
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Por consiguiente, omitir este procedimiento constituiría una violación a la 
metodología que rige el proceso legal, y se incumplirían las formalidades 
establecidas en los procedimientos administrativos de sanciones electorales 
relacionados con la fiscalización. 
 
En este contexto, es importante tomar como referencia los siguientes criterios 
jurisprudenciales: primero, la tesis jurisprudencial emitida por la Sala Superior del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, titulada “IMPROCEDENCIA. 
EL MERO HECHO DE QUEDAR SIN MATERIA EL PROCEDIMIENTO 
ACTUALIZA LA CAUSAL RESPECTIVA”6; además, los criterios establecidos por 
el Poder Judicial de la Federación bajo los encabezados “IMPROCEDENCIA, 
CAUSALES DE. EN EL JUICIO DE AMPARO”7 e “IMPROCEDENCIA. ESTUDIO 
PREFERENCIAL DE LAS CAUSALES PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 73 DE LA 
LEY DE AMPARO”.8 
 
Visto lo anterior, de la lectura al escrito de queja, esta autoridad electoral advirtió 
que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 30, numeral 1, 
fracción VI, con relación al artículo 31, numeral 1, fracción I del Reglamento de 
Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización, cuyos citados 
preceptos normativos disponen lo siguiente:  
 

“Artículo 30.  
Improcedencia  
II. El procedimiento será improcedente cuando:  
(…)  
VI. La UTF resulte incompetente para conocer los hechos denunciados. En 
estos casos, sin mayor trámite y a la brevedad se determinará de plano la 
incompetencia, y el expediente se remitirá a la autoridad u órgano que resulte 
competente para conocer del asunto.  
(…)  
 
“Artículo 31.  
Desechamiento 
 
1. La UTF elaborará y someterá, a revisión de la Comisión el Proyecto de 
Resolución del Consejo General que determine el desechamiento 
correspondiente, en los casos siguientes: 
 

 
6 Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Suplemento 6, Año 2003, páginas 37 y 38. 
7 Semanario Judicial de la Federación. Octava Época. Tomo VII, mayo de 1991, p. 95. 
8 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo IX, enero de 1999, Pág. 13. 
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I. Se desechará de plano el escrito de queja, sin que anteceda prevención 
a la parte denunciante, cuando se actualice alguno de los supuestos 
señalados en las fracciones II, IV, V, VI, VII, VIII y IX del numeral 1 del artículo 
30 del Reglamento. 
 
(...)” 
 
[Énfasis añadido] 

 
De la lectura integral de los preceptos normativos en cita, en lo que interesa, se 
desprende lo siguiente: 

 
a) Que la autoridad electoral fiscalizadora debe resultar competente para 
conocer de los hechos denunciados en el escrito de queja. 
 
b) Que, en caso de no cumplirse el supuesto mencionado en el punto anterior, 
la Unidad Técnica de Fiscalización elaborará y someterá a la aprobación de 
la Comisión de Fiscalización, el Proyecto de Resolución que deseche de 
plano el procedimiento y deberá remitirlo a la autoridad u órgano que resulte 
competente. 
 
c) Que en caso de que la Unidad Técnica de Fiscalización resulte 
incompetente, sin mayor trámite y a la brevedad podrá remitir el escrito de 
queja a la autoridad que resulte competente para conocer del asunto. 

 
Así las cosas, la competencia es un concepto que refiere la titularidad de una 
potestad que un órgano de autoridad posee sobre una determinada materia y ámbito 
de jurisdicción; es decir, se trata de una circunstancia subjetiva o inherente del 
órgano, de manera que cuando éste sea titular de los intereses y potestades 
públicas que le confiera la ley, éste será competente.  
 
Esa competencia le otorga la facultad para realizar determinados actos acorde al 
orden jurídico establecido por el legislador, éstos le son atribuibles a determinada 
autoridad; en virtud de lo anterior, es dable señalar que ésta siempre debe ser 
otorgada por un acto legislativo material, o en su caso, acuerdos o decretos; a fin 
de que los órganos puedan cumplir las atribuciones que el Estado les tiene 
encomendadas.  
 
En un Estado de Derecho no se concibe la existencia de un órgano de autoridad sin 
competencia; al ser ésta constitutiva del órgano, no se puede renunciar ni declinar, 
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sino que, por el contrario, su ejercicio debe limitarse a los términos establecidos por 
la ley y el interés público. 
 
A mayor abundamiento9, de la lectura integral al escrito de queja y a efecto de 
ilustrar de manera clara la actualización o no de las hipótesis normativas antes 
citadas, es necesario precisar los conceptos de denuncia referidos en el escrito de 
queja y de los elementos de prueba presentados por el ciudadano Francisco Bonilla 
López, se advierte los siguiente: 
 

• Que el quejoso no precisa en qué fecha advierte los hechos denunciados, 
por lo que de las pruebas técnicas presentadas por el quejoso (imágenes de 
las fojas 6 y 7 de la presente resolución) establecen el 29 de enero de 2024 
como la fecha en que se genera el reporte de la aplicación de GPS Map 
Camera utilizada para tomar las fotografías de la propaganda denunciada. 

 
• Que el ciudadano Edgar Iván Luna Rivera se desempeñaba como regidor en 

el Ayuntamiento de Hueytamalco durante el ejercicio 2021-2024. 
 

• Que en las vialidades y caminos del municipio de Hueytamalco se aprecia 
propaganda con la imagen de Edgar Iván Luna Rivera, con el identificador 
“Iván Luna” acompañada del distintivo electoral del Partido del Trabajo y las 
leyendas “COORDINADOR MUNICIPAL DE AFILIACIÓN EN 
HUEYTAMALCO” y “SI TE PREGUNTAN EN LA ENCUESTA, IVÁN LUNA 
ES LA RESPUESTA” 
 

• Que a decir del denunciante, es un hecho notorio que el ciudadano Edgar 
Iván Luna Rivera, confirma su intención de aspirar a una candidatura con su 
solicitud de registro al proceso interno de selección de candidatos a través 
de la encuesta que realiza el Partido del Trabajo en el municipio de 
Hueytamalco, Puebla.10 

 

 
9 Al respecto, cabe señalar que el hecho de que esta autoridad realice razonamientos a mayor abundamiento no constituye 
un análisis con respecto al fondo del asunto planteado en el escrito de queja, puesto que lo examinado en el presente apartado 
-de previo y especial pronunciamiento-, versa sobre la falta de competencia de esta autoridad para conocer de los hechos 
denunciados, lo cual constituye una causa diversa que impide precisamente realizar el análisis de las cuestiones de fondo. 
Sirve como criterio orientador a lo anteriormente expuesto, la Tesis CXXXV/2002, bajo el rubro: “SENTENCIA DE 
DESECHAMIENTO. EL QUE CONTENGA RAZONAMIENTOS A MAYOR ABUNDAMIENTO NO LA CONVIERTE EN UNA 
DE FONDO”, consultable en: Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Suplemento 6, Año 2003, 
páginas 200 y 201. 
10 Cabe señalar que el ciudadano denunciado, al momento de la presentación del escrito de queja no se encuentra registrado 
como precandidato a cargo alguno. 
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Al respecto, el tres de noviembre de dos mil veintitrés, en sesión especial del 
Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Puebla, por unanimidad de 
votos, emitió el acuerdo “CG/AC-0047/2023” denominado “ACUERDO DEL 
CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO ELECTORAL DEL ESTADO, POR EL 
QUE DECLARA EL INICIO DEL PROCESO ELECTORAL ESTATAL ORDINARIO 
CONCURRENTE 2023-2024, CONVOCANDO A ELECCIONES PARA RENOVAR 
LOS CARGOS A LA GUBERNATURA DEL ESTADO, DIPUTACIONES AL 
CONGRESO LOCALY AYUNTAMIENTOS”11. en el cual se establece la 
Declaratoria formal del inicio del Proceso Electoral Ordinario concurrente 2023-2024 
en el estado de Puebla, en cuyo anexo único se establecieron las fechas de 
precampaña, intercampaña y campaña, las cuales concatenándolas con lo 
establecido en el Acuerdo INE/CG446/202312, del Consejo General del Instituto 
Nacional Electoral, por el que se aprobaron el plan integral y los calendarios de 
coordinación de los procesos electorales locales concurrentes con el federal 2023-
2024, para para Diputaciones y Ayuntamientos para el estado de Puebla, quedan 
de la forma siguiente: 
 

Actividad Inicio Conclusión 
Precampaña 25 de diciembre de 2023 03 de enero de 2024 
Intercampaña 04 de enero de 2024 30 de marzo de 2024 

Campaña 31 de marzo de 2024 29 de mayo de 2024 
 
Expuesto lo anterior, y tomando en consideración las pretensiones de la persona 
denunciante, esta autoridad advierte la actualización de la causal de improcedencia 
establecida en el artículo 30, numeral 1, fracción VI13 del Reglamento de 
Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización. 
 
En efecto, de la lectura integral al escrito de queja presentado, se advierte que, si 
bien la persona denunciante indica que el desarrollo de los hechos denunciados 
podría infringir los bienes jurídicos tutelados por el marco normativo en materia de 
fiscalización, lo cierto es que, el ciudadano denunciado no detenta la calidad de 
precandidato en un proceso de selección interna partidista. 
 
En ese sentido, debido a la temporalidad durante la cual se desplegaron los hechos 
denunciados, los cuales tuvieron lugar una vez concluida la etapa de precampaña 
(25 de diciembre de 2023 a 03 de enero de 2024) y antes del inicio de la etapa de 

 
11 Consultable en: https://www.ieepuebla.org.mx/2023/acuerdos/CG/CG_AC_0047_2023.pdf  
 

13 “Artículo 30. Improcedencia. 1. El procedimiento será improcedente cuando; (…) VI La UTF resulte incompetente para 
conocer los hechos denunciados. En estos casos, sin mayor trámite y a la brevedad se determinará de plano la incompetencia, 
y el expediente se remitirá a la autoridad u órgano que resulte competente para conocer del asunto. (…)” 

https://www.ieepuebla.org.mx/2023/acuerdos/CG/CG_AC_0047_2023.pdf
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campaña (31 de marzo al 29 de mayo de 2024) del Proceso Electoral Local 
Ordinario 2023-2024 en el estado de Puebla es decir, en periodo no permitido (de 
intercampaña) lo cual puede configurar actos anticipados de campaña por parte 
de los sujetos denunciados, cuya competencia surte a favor del Instituto 
Electoral del Estado de Puebla, en términos de lo establecido por el Código de 
Instituciones y Procesos Electorales del Estado de Puebla14 y el Reglamento de 
Quejas y Denuncias del Instituto Electoral del Estado de Puebla15.  
 
Al efecto, dicha figura jurídica encuentra correspondencia con el ámbito de 
competencia de la autoridad electoral local, según se desprende de los artículos 
410 del Código de Instituciones y Procesos Electorales del Estado de Puebla y el 
artículo 5 fracción III del Reglamento de Quejas y Denuncias del Instituto Electoral 
del Estado de Puebla, establecen que dentro de los procesos electorales, el 
Secretario Ejecutivo del Instituto, instruirá el procedimiento especial establecido, 
cuando se denuncie la comisión de conductas que constituyan actos anticipados de 
precampaña o campaña, siendo el órgano competente para la tramitación y 
resolución de dichos procedimientos la Secretaría Ejecutiva del Instituto 
Electoral del Estado de Puebla. 
 
De igual forma, los artículos 388, fracción IV y 399, fracción I del citado 
ordenamiento, refieren que son infracciones cometidas por los partidos políticos, 
aspirantes, precandidatas o precandidatos, candidatas o candidatos a cargos 
de elección popular, la realización anticipada de actos de precampaña o 
campaña. 
 
Por su parte, el artículo 51 fracción III del Reglamento de Quejas y Denuncias del 
Instituto Electoral del Estado de Puebla establece que el procedimiento especial 
sancionador será iniciado dentro de los procesos electorales, cuando se denuncie 
la comisión de conductas que constituyan actos anticipados de precampaña 
o campaña. 
 
Lo anterior, es acorde con los criterios establecidos por las Salas del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, los cuales se esgrimieron al dictar 

 
14 Consultable en: https://www.ieepuebla.org.mx/categorias.php?Categoria=normatividadelectoral2020> Código de 
Instituciones y Procesos Electorales para el Estado de Puebla 
15 Consultable en: https://www.ieepuebla.org.mx/categorias.php?Categoria=normatividadelectoral2020> Reglamento de 
Quejas y Denuncias del Instituto Electoral del Estado.  
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sentencia de los Recursos de Apelación SCM-RAP-112/2021, SUP-RAP-15/2023 y 
SUP-RAP-44/2023, de la manera siguiente:  
 
Por lo que respecta a los actos anticipados de campaña: 
 
SCM-RAP-112/2021 
 

• Se cumple con los principios de congruencia y legalidad, cuando los 
hechos denunciados en un procedimiento administrativo sancionador en 
materia de fiscalización, se desprenden, entre otros hechos, actos 
anticipados de precampaña, campaña y se determina la improcedencia 
de la queja, al encontrarse vinculados dichos hechos a una posible 
vulneración a la legislación electoral local, que pudieran incidir en el proceso 
local ordinario respectivo, con lo que se surte la competencia a favor del 
Instituto Electoral correspondiente. 
 

• Las conductas consistentes en actos anticipados de precampaña y 
campaña deben revisarse, en un primer momento, en un procedimiento 
sancionador genérico, para que la autoridad competente realizara las 
indagatorias respectivas y determinara lo que correspondiera, en el ámbito 
de sus atribuciones. 
 

• Lo anterior, no deja cerrada la posibilidad para que, derivado de lo resuelto 
por la autoridad local, se inicie un nuevo procedimiento en materia de 
fiscalización, si derivado de la indagatoria correspondiente surgieran 
elementos que hicieran necesario un pronunciamiento sobre dicha materia. 

 
SUP-RAP-15/2023 
 

• La responsable válidamente identificó que, en primer término, debía de 
dilucidarse si la propaganda denunciada constituía o no actos de 
promoción electoral en beneficio de la denunciada, para después poder 
investigar si, dada su ilicitud, debía de conocerse el origen de los 
recursos que la sufragan.  
 

• Por lo que es indispensable que previamente exista un pronunciamiento 
emitido por autoridad competente en la que se declare si la propaganda 
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constituye o no actos anticipados de precampaña y campaña, lo cual 
debía de dilucidarse a través de un procedimiento especial 
sancionador. 

 
En lo que respecta a las violaciones de la normatividad en materia de propaganda 
electoral.  
 
SUP-RAP-44/2023 
 

• Cuando los hechos denunciados se vinculen con la violación a las normas en 
materia de propaganda electoral, resulta necesario que primero se 
resuelva si efectivamente la propaganda configuró alguna falta de esa 
naturaleza para entonces analizar si se incurrió también en una infracción 
en materia de fiscalización. 
 

• Esto es, se requiere un pronunciamiento previo de las autoridades 
competentes para dilucidar si se infringieron normas relativas a la 
propaganda electoral y sólo cuando exista definitividad en torno a la 
ilicitud o no de la propaganda, puede la autoridad fiscalizadora actuar e 
impactar las consecuencias en la fiscalización de los ingresos y gastos de los 
partidos políticos. 

 
Como se deduce de los precedentes jurisdiccionales mencionados previamente, se 
requiere que una autoridad competente se pronuncie al respecto previamente sobre 
si la propaganda constituye o no actos anticipados de campaña. Esto debe ser 
aclarado mediante un procedimiento especial sancionador, que puede estar dentro 
de la competencia de la autoridad local o federal. Esta situación no descarta la 
posibilidad de iniciar un nuevo procedimiento en materia de fiscalización basado en 
la resolución de la autoridad competente. Si de la investigación se desprenden 
elementos que exijan una revisión sobre el origen, monto, destino y aplicación de 
los recursos involucrados en los hechos denunciados, esto se llevará a cabo una 
vez que la autoridad determine si se trata de actos anticipados de campaña. 
Posteriormente, se verificará el cumplimiento de las obligaciones en materia de 
fiscalización electoral. 
 
Por lo tanto, se considera que los hechos denunciados encuentran correspondencia 
con la competencia de la autoridad electoral local, ya que la denuncia presentada 
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se encuentra vinculada con la presunta vulneración de su normatividad en esa 
materia, y cuya vía de resolución se encuentra establecida en el artículo 440, 
numeral 1, incisos a), b), c) y d) de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales: 
 

“Artículo 440. 
1. Las leyes electorales locales deberán considerar las reglas de los 
procedimientos sancionadores, tomando en cuenta las siguientes bases: 
 
a) Clasificación de procedimientos sancionadores en procedimientos 
ordinarios que se instauran por faltas cometidas dentro y fuera de los 
procesos electorales y especiales sancionadores, expeditos, por faltas 
cometidas dentro de los procesos electorales; 
b) Sujetos y conductas sancionables; 
c) Reglas para el inicio, tramitación, órganos competentes e investigación de 
ambos procedimientos; 
d) Procedimiento para dictaminación para la remisión de expedientes, al 
Tribunal Electoral, para su resolución, tanto en el nivel federal como local, y 
(…)” 

 
De esta manera, para determinar la competencia de las autoridades electorales 
locales en un procedimiento especial sancionador, es necesario analizar si la 
irregularidad denunciada cumple con los siguientes criterios: i) Se encuentra 
prevista como una infracción en la normativa electoral local; ii) afecta 
exclusivamente a la elección local y no tiene relación con los procesos electorales 
a nivel federal; iii) está limitada al territorio de una entidad federativa, y iv) no 
constituye una conducta ilícita que deba ser investigada por la autoridad electoral 
nacional o la Sala Especializada del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación. 
 
Atendiendo al principio de exhaustividad, no escapa de la atención de esta autoridad 
que, adicional a lo previamente expuesto, la presunta materialidad de los hechos 
controvertidos aconteció en temporalidad previa al inicio de la etapa de la campaña 
del Proceso Electoral Local Ordinario 2023-2024 en el estado de Puebla. 
 
De tal suerte que, adicional a las presuntas infracciones que podrían acontecer y 
que al efecto se han expuesto, debe considerarse, la actualización o no de actos 
anticipados de campaña política. 
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Por lo que respecta a la autoridad electoral encargada de conocer y sustanciar el 
Procedimiento Especial Sancionador de mérito, en primer lugar se debe atender a 
la distribución de competencias entre la autoridad nacional y local en materia 
electoral, así como, en lo señalado por el artículo 116 de la Carta magna, el cual 
refiere que se debe atender a la vinculación de los hechos denunciados con algún 
proceso electoral, ya sea local o federal, así como al ámbito territorial en que ocurre 
e impacta la conducta. 
 
Aunado a lo anterior, es importante tomar en consideración lo señalado en la tesis 
de jurisprudencia 25/201516, cuyo rubro es “COMPETENCIA. SISTEMA DE 
DISTRIBUCIÓN PARA CONOCER, SUSTANCIAS Y RESOLVER 
PROCEDIMIENTOS SANCIONADORES”, en la cual se señala que el sistema de 
distribución de competencias para conocer, sustanciar y resolver los procedimientos 
sancionadores previstos en la normativa electoral se centra en la relación entre la 
irregularidad reportada y algún proceso electoral, ya sea a nivel local o federal. 
Además, considera el ámbito territorial en el que se produzca y tenga repercusión 
la conducta ilegal. 
 
Lo anterior, cobra especial relevancia, debido a que erróneamente la parte 
denunciante considero que la Unidad Técnica de Fiscalización era la autoridad 
facultada para conocer y resolver el asunto planteado, si bien refiere en su 
argumentación una presunta omisión en reportar el gasto efectuado por la 
colocación de propaganda (lonas), lo cierto es que, por la temporalidad y naturaleza 
de los hechos, pueden vulnerar la normatividad local en materia de propaganda 
electoral. 
 
Toda vez que, de conformidad a lo establecido en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, así como en la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, el Consejo General, a través de la Comisión de 
Fiscalización y de la Unidad Técnica de Fiscalización, tiene a su cargo la 

 
16 Emitida por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Consultable en: Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en 
materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 8, Número 17, 2015, páginas 16 y 17. 
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fiscalización de los ingresos y egresos de los partidos políticos; personas 
precandidatas, coaliciones; personas candidatas a cargos de elección popular 
federal y local; aspirantes y personas candidatas independientes federales y locales; 
agrupaciones políticas nacionales; organizaciones de la ciudadanía que pretendan 
constituir un Partido Político Nacional y organizaciones de observación electoral a 
nivel federal. 
 
A mayor abundamiento, la función del órgano fiscalizador es verificar el origen, 
destino y aplicación de los recursos empleados por los sujetos obligados para la 
consecución de sus actividades, en este orden de ideas el cumplimiento de sus 
obligaciones permite al órgano fiscalizador contar con toda la documentación 
comprobatoria necesaria para verificar el adecuado manejo de los recursos que los 
sujetos obligados reciban y realicen, garantizando de esta forma un régimen de 
transparencia y rendición de cuentas, principios esenciales que deben regir en un 
Estado democrático. 
 
Así las cosas, la competencia es un concepto que refiere la titularidad de una 
potestad que un órgano de autoridad posee sobre una determinada materia y ámbito 
de jurisdicción; es decir, se trata de una circunstancia subjetiva o inherente del 
órgano, de manera que cuando éste sea titular de los intereses y potestades 
públicas que le confiera la ley, éste será competente. 
 
Esa competencia le otorga la facultad para realizar determinados actos acorde al 
orden jurídico establecido por el legislador, éstos le son atribuibles a determinada 
autoridad; en virtud de lo anterior, es dable señalar que ésta siempre debe ser 
otorgada por un acto legislativo material, o en su caso, acuerdos o decretos; a fin 
de que los órganos puedan cumplir las atribuciones que el Estado les tiene 
encomendadas. 
 
En un Estado de Derecho no se concibe la existencia de un órgano de autoridad sin 
competencia; como efecto de que ésta es constitutiva del órgano, no se puede 
renunciar ni declinar, sino que, por el contrario, su ejercicio debe limitarse a los 
términos establecidos por la ley y el interés público. 
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Por lo tanto, la competencia refiere el ámbito, la esfera o el campo dentro del cual 
un órgano de autoridad puede desempeñar válidamente sus atribuciones y 
funciones; en ese sentido, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
en su artículo 16, establece lo siguiente: 
 

“Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o 
posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, 
que funde y motive la causa legal del procedimiento.” 

 
Así pues, justificar expresamente cada supuesto es importante atendiendo a que en 
la actuación de los órganos de carácter administrativo se pueden realizar 
considerables actos que afectan o impactan los intereses particulares, por lo que se 
hace necesario que esos intereses se encuentren garantizados contra la 
arbitrariedad; en virtud, de que el legislador impone la obligación de que una ley 
autorice la actuación del Poder Público, así, éstos serán realizados dentro de las 
normas legales. 
 
Este concepto tiene sustento en el principio de legalidad que establece que las 
autoridades sólo pueden realizar aquello para lo cual se encuentran expresamente 
facultadas por la ley. Dicha garantía busca blindar a los ciudadanos de actos de 
autoridad arbitrarios, es decir, aquellos que se dicten con plena libertad y fuera del 
orden constitucional y legal establecido. 
 
Asimismo, con tal garantía se permite a los gobernados tener certeza de los actos 
emitidos por el Estado a fin de poderlos controvertir debidamente, pues estos deben 
encontrarse regulados por una norma establecida con anterioridad al acto de 
autoridad. 
 
Ahora bien, estos principios parten de que en un Estado de derecho existen normas 
que regulan la convivencia social y para ello, se implementa la intervención de 
autoridades que garanticen la paz social y la seguridad jurídica de aquellos que han 
decidido someterse al Estado democrático. Es en este sentido que deben existir 
normas que regulen el actuar, no sólo de los gobernados, sino también de las 
autoridades para con esto conseguir el ideal democrático y jurídico. 
 
Resulta por tanto que la búsqueda de certeza en la acción de las autoridades se de 
en un plano de legalidad y juridicidad de sus actos, los cuales deben realizarse con 
estricto apego a la competencia con que se cuenta para la emisión de actos, así 
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como para el pronunciamiento respecto de diversos supuestos o casos sometidos 
a su consideración, como lo es el presente. 
 
Omitir el principio de legalidad, actuando fuera del ámbito competencial que le 
permite a esta autoridad garantizar el cumplimiento de los propósitos para los cuales 
fue creada, implicaría arbitrariedades que pondrían en riesgo la credibilidad de la 
ciudadanía en la Institución, sobre todo, la garantía de los principios rectores de la 
materia electoral. 
 
Como ya fue mencionado, en el caso que nos ocupa, se tiene que se denuncia que 
el ciudadano Edgar Iván Luna Rivera exhibió publicidad personalizada en el 
Ayuntamiento de Hueytamalco, la cual tiene como propósito la difusión de la imagen 
del ciudadano y posicionarse en el contexto de la elección interna. 
 
Debido a lo anterior, toda vez que el escrito de queja consigna hechos que podrían 
ubicarse en los supuestos aludidos, resulta indispensable que las conductas 
atinentes sean investigadas por aquella autoridad electoral local, y en su caso, emita 
el pronunciamiento que conforme a derecho corresponda. 
 
Ahora bien, como fue analizado en los párrafos que anteceden, la Unidad Técnica 
de Fiscalización no es competente para determinar la existencia de actos 
anticipados de campaña. De este modo, y en consideración a los argumentos 
expuestos, correspondería primeramente conocer y estudiar los hechos 
denunciados al Instituto Electoral del Estado de Puebla, de modo que la calificación 
que al efecto pueda determinar, resultará vinculante para esta autoridad, a fin de 
proceder, o no, a cuantificar o sancionar las erogaciones que en su caso hayan 
acontecido a los montos correspondientes a la etapa de campaña de la persona 
denunciada, que al efecto pudiera resultar beneficiada. 
 
En consecuencia, este Consejo General advierte que se debe de determinar 
desechar el escrito de queja debido a la notoria incompetencia que imposibilita 
conocer de los hechos denunciados. Lo anterior, al advertirse la causal de 
improcedencia prevista en el artículo 30, numeral 1, fracción VI, en relación con el 
diverso 31, numeral 1, fracción I, ambos del Reglamento de Procedimientos 
Sancionadores en Materia de Fiscalización, por lo que, atendiendo a las razones y 
consideraciones de derecho antes vertidas, se desecha la queja que originó el 
expediente en que se actúa. 
 
4. Vista al Instituto Electoral del Estado de Puebla. El cuatro de febrero del año 
en curso, mediante el oficio identificado con el número INE/UTF/DRN/4469/2024, la 
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Unidad Técnica de Fiscalización con fundamento en los artículos 4 numerales 1 y 2 
y 196, numeral 1 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, 
así como el artículo 5, numeral 3 del Reglamento de Procedimientos Sancionadores 
en materia de Fiscalización, dio vista al Instituto Electoral del Estado de Puebla, 
para que en el ámbito de sus atribuciones determinara lo que en derecho 
correspondiera, respecto de los hechos denunciados en el escrito de queja materia 
del procedimiento de mérito. 
 
Asimismo, se solicitó a dicho Organismo Público Local del Estado de Puebla, que 
una vez que se dicte la determinación que ponga fin al procedimiento que en su 
caso se origine con motivo de la vista, y esta quede firme, remita copia certificada a 
la Unidad Técnica de Fiscalización de este Instituto, para los efectos que 
corresponda.  
 
Finalmente, con el objeto de que el Instituto Electoral del Estado de Puebla, tenga 
conocimiento de la determinación de este órgano colegiado dese vista con la 
presente resolución. 
 
En atención a los Antecedentes y Considerandos vertidos, y en ejercicio de 
las atribuciones que le confieren a este Consejo General los artículos 35, 
numeral 1; 44, numeral 1, inciso k); 191, numeral 1, inciso d) de la Ley General 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, se: 
 
 

R E S U E L V E 
 
 
PRIMERO. Se desecha de plano la queja presentada en contra del Partido del 
Trabajo, así como del ciudadano Edgar Iván Luna Rivera, de conformidad con lo 
expuesto en el Considerando 3 de la presente Resolución. 
 
SEGUNDO. En términos del Considerando 4, se da vista al Instituto Electoral del 
Estado de Puebla, la determinación de esta autoridad electoral para los efectos 
conducentes. 
 
TERCERO. Notifíquese personalmente al ciudadano Francisco Bonilla López. 
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CUARTO. En términos de lo dispuesto en los artículos 40 de la Ley General del 
Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral el recurso que procede en 
contra de la presente determinación es el denominado “recurso de apelación”, el 
cual según lo previsto en los numerales 8 y 9 del mismo ordenamiento legal, se 
debe interponer dentro de los cuatro días contados a partir del día siguiente a aquél 
en que se tenga conocimiento del acto o resolución impugnado, o se hubiese 
notificado de conformidad con la ley aplicable, ante la autoridad señalada como 
responsable del acto o resolución impugnada. 
 
QUINTO. En su oportunidad archívese el presente expediente como asunto total y 
definitivamente concluido. 
 
La presente Resolución fue aprobada en sesión extraordinaria del Consejo General 
celebrada el 21 de marzo de 2024, por votación unánime de las y los Consejeros 
Electorales, Maestro Arturo Castillo Loza, Norma Irene De La Cruz Magaña, Doctor 
Uuc-kib Espadas Ancona, Maestro José Martín Fernando Faz Mora, Carla Astrid 
Humphrey Jordan, Maestra Rita Bell López Vences, Maestro Jorge Montaño 
Ventura, Maestra Dania Paola Ravel Cuevas, Maestro Jaime Rivera Velázquez, 
Maestra Beatriz Claudia Zavala Pérez y de la Consejera Presidenta, Licenciada 
Guadalupe Taddei Zavala. 
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